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En materia de Seguridad Social destacar las quejas que planteaban la denegación de la prestación por 
incapacidad temporal por Covid al tener deudas con la Seguridad Social (queja 21/3795) y la que mostraba 
su disconformidad con el alta laboral (post Covid) dado por su Mutua (queja 21/6721).

En todos estos casos, al tratarse de quejas que afectaban a organismos de la Administración del Estado y 
de la Administración de la Seguridad Social, se remitieron al Defensor del Pueblo de las Cortes Generales, 
sin perjuicio de informar y orientar a los interesados sobre el asunto planteado en los casos en que procedía.

1.5.2.2. El derecho de la ciudadanía a una buena administración
En la gestión de quejas por parte del Área durante el año 2021 hay que destacar, una vez más, las numerosas 

quejas que nos han sido presentadas por las excesivas demoras en que incurren las Administraciones 
públicas andaluzas para la resolución de los procedimientos iniciados por las personas interesadas, que 
ven cómo se van retrasando sin justificación alguna.

La ciudadanía se sigue dirigiendo a esta Institución denunciando que, tras haber transcurrido un tiempo 
excesivo (meses e incluso años), los asuntos sobre los que tienen que decidir las Administraciones continúan 
sin resolverse, lo que les ocasiona un notable perjuicio al demorarse de forma desproporcionada e incluso 
abusiva, en ocasiones, la resolución de sus asuntos.

Esta injustificada inactividad o silencio de las Administraciones públicas andaluzas, además de suponer 
un reiterado incumplimiento de las normas legales y reglamentarias que están obligadas a observar, puede 
ocasionar, en muchos supuestos, un perjuicio concreto a la ciudadanía al tener que acudir a la vía judicial para 
el reconocimiento de sus derechos y pretensiones, con los consiguientes perjuicios que ello le comporta, 
incluso de índole económica, al tener que afrontar los gastos de asistencia jurídica.

En definitiva, tanto en materia de Empleo Público, como en la de Políticas Activas de Empleo y en la de 
Trabajo y Seguridad Social, el aspecto común más significativo que presentan las quejas que nos ha dirigido 
la ciudadanía durante el año 2021 sigue siendo las demoras en la resolución de sus asuntos por parte de 
las Administraciones pública. Esto afecta al derecho que tienen reconocido a una buena administración en 
contraposición a la práctica, cada vez más frecuente, de “mala administración” que se viene consolidando 
en éstas en relación con la resolución de los procedimientos administrativos en tiempo y forma.

1.5.2.3. Acceso y mantenimiento en el empleo público de las personas con 
discapacidad

El marco constitucional y estatutario compromete a los poderes públicos a hacer efectiva la igualdad de 
oportunidades e integración laboral de las personas con discapacidad en el ámbito público, proscribiendo 
cualquier tipo de discriminación y comprometiendo a las Administraciones públicas a adoptar medidas de 
acción positiva para garantizar estos principios en dicho ámbito.

Sin embargo, en las quejas tramitadas durante el año 2021, nos seguimos encontrando con que esas 
medidas de acción positiva que promueven estas normas para lograr la inclusión plena y efectiva de las 
personas con discapacidad en la sociedad en igualdad de condiciones con todas las demás, o directamente no 
se aplican aduciendo artificiosas complejidades jurídicas, o bien se excluyen por una inadecuada aplicación 
del principio de igualdad que rige en esta materia y que olvida que, como ha puesto reiteradamente de 
manifiesto la doctrina del Tribunal Constitucional, la aplicación de estas medidas promocionales de la 
igualdad de oportunidades tienden a hacer efectivo el mandato constitucional de procurar la igualdad 
sustancial de todas las personas.

Entre las intervenciones desarrolladas por el Defensor del Pueblo Andaluz en el año 2021 para la defensa 
del derecho de acceso al empleo público de las personas con discapacidad, cabe destacar las siguientes:

La correspondiente a la queja 20/4414, en la que se denunciaba que la Universidad de Cádiz no respetaba 
los cupos legales de reserva de personas con discapacidad en el acceso a la condición de personal 
docente e investigador. Y en la que, tras la preceptiva tramitación, se formuló finalmente Resolución a 
dicha Universidad recomendándole que, en el marco de las Recomendaciones formuladas por el Defensor 
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https://www.defensordelpuebloandaluz.es/recomendamos-a-la-universidad-de-cadiz-medidas-para-que-se-reserven-puestos-para-personas-con
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